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El 1995, cuando iniciamos el proyecto Crímenes Sin castigo Contra Periodistas, los casos de personas sentenciadas por matar a periodistas se podían contar con una mano. Aunque lamentablemente no han cesado los asesinatos, 344 desde 1987 en las Américas, hoy podemos decir en forma positiva que en 85 casos de periodistas asesinados investigados por la SIP, se ha logrado que la Justicia dicte 139 sentencias condenatorias.

El resultado más importante es que en la actualidad 87 personas cumplen condenas por matar a periodistas, en prisiones de Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Costa Rica, Guatemala, Haití, Honduras, México, Nicaragua, Paraguay, Perú y República Dominicana. 
Veintiocho personas ya han pagado su condena, en muchos de los casos acogiéndose a beneficios establecidos por ley. Este es precisamente el tema que nos convoca hoy, los beneficios penales.

La mayoría de estas condenas están atadas a los responsables materiales, lo que deja en una total impunidad cuando hablamos de la autoría intelectual de los asesinatos contra periodistas.

Este problema, de una “impunidad relativa”,  como define el estudio que se presentará en este foro, no es solo patrimonio de Colombia, ya que estos beneficios son privilegios que otorgan las legislaciones de todos los países americanos o son aplicados discrecionalmente por los jueces y el ministerio público.

En Brasil, donde a veces el beneficio implica privilegios, un policía condenado por el asesinato del periodista Manoel Leal de Oliveira, cumplía su sentencia en una estación de policía de la que gozaba de salidas irrestrictas del lugar.

En Nicaragua el asesino del periodista Carlos Guadamuz fue favorecido con el régimen de convivencia familiar. De su condena de 21 años cumplió menos de cuatro en prisión, un caso similar al de Orlando Sierra en este país.

Si bien existen beneficios generales establecidos en el Código Procesal Penal, en Argentina se logró desactivar una ley después de fue utilizada para beneficiar a seis de nueve sentenciados por el asesinato del fotógrafo José Luis Cabezas, asesinado en 25 de enero de 1997. La norma conocida como del 2 x 1, Ley 24.390 sobre Plazos de la Prisión Preventiva, tuvo vigencia entre 1994 y 2001, estipulando que a partir de los dos años de la detención de un procesado cada día que pasara privado de la libertad sin sentencia firme, se computaba doble y con lo que se buscaba acelerar procesos judiciales. Tras la presión de grupos internacionales, como la SIP, las autoridades del país consideraron luego que dicha regulación no había cumplido con su cometido, dejándola sin efecto con la ley 25.430, del 9 de mayo de 2001. 
Esperamos que el debate sobre los resultados del estudio y las recomendaciones que se presentarán hoy, servirán para que los poderes del Estado encuentren mecanismos que ayuden a que haya una justicia más proporcional a los delitos que se comenten contra la libertad de prensa y de expresión.
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